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Cuidado del territorio
y reconocimiento del campesinado
como sujeto de derechos

TYANIF RICO RODRÍGUEZ

En Colombia, en los últimos años, múltiples organizaciones campesinas han 
trabajado por la definición de una noción de campesinado que el Estado 
colombiano reconozca como categoría de derechos civiles y territoriales. Esto 
permitiría, además de definir una categoría censal para contar como grupo 
poblacional, el acceso a derechos territoriales y garantías para la toma de 
decisiones sobre usos del suelo y el territorio que han habitado ancestralmente. 
Un ejemplo es la región norte del departamento de Nariño y el sur del 
departamento del Cauca, que reúnen los municipios de La Unión, San Lorenzo, 
Arboleda, Colón, Génova, San Bernardo, San Pablo, Belén, Albán y Taminango 
en Nariño; y Mercaderes, Florencia y Bolívar en el Cauca, a través de la figura 
de los Territorios Campesinos Agroalimentarios (TCAM). A través de esta figura 
se ha gestionado el reconocimiento de autonomía territorial para garantizar 
la propiedad de la tierra para las/os campesinas/os, así como la protección 
del territorio como espacio para la agricultura, el agua, la naturaleza y la vida. 
Esta región se encuentra en la ecorregión del Macizo Colombiano, en la que 
la presencia latente de la minería amenaza no solo los modos de vida locales, 
sino también los equilibrios ecosistémicos en una zona altamente biodiversa y 
fundamental para la recarga hídrica de los principales afluentes del país.

En este contexto, la agroecología como forma de or-
ganización del trabajo, y también como práctica polí-
tica sobre la responsabilidad de las acciones humanas 
respecto a los ciclos de la naturaleza y su interdepen-
dencia, se constituye como una estrategia cotidiana 
de resistencia y lucha política. A través de la agroeco-
logía se sostiene, desde la escala familiar en la finca, 
una idea de campesinado que demanda el reconoci-
miento formal de derechos territoriales, de ciudada-
nía y de propiedad. Derechos a través de los cuales 
es posible salvaguardar la agricultura, la vida campe-
sina, los ecosistemas y la biodiversidad en la región. 

Esta contribución busca mostrar, desde la región 
norte de Nariño y Sur del Cauca, cómo la agenda que 
demanda derechos territoriales del campesinado al 
Estado colombiano se sostiene y reproduce cotidiana-
mente a través del trabajo en la finca; especialmente, 
a través del cuidado del territorio y de la agroecología 
como una estrategia para sostener la vida colectiva.

Derechos campesinos territoriales, de 
ciudadanía y de propiedad en Colombia: 
avances y retrocesos
En Colombia, los estudios sobre el campesinado han 
analizado los procesos de organización y disputa terri-
torial de la ciudadanía, lo mismo que los de reconoci-
miento cultural. La Constitución Política de Colombia 
(CPC) de 1991 otorgó a las comunidades indígenas y 
afrodescendientes herramientas para el ejercicio de 
sus derechos ciudadanos y la posibilidad del ejercicio 
colectivo de sus derechos territoriales. Sin embargo, 
lo contrario ocurrió con las poblaciones campesinas, 
con los/as habitantes de los espacios rurales y con 
quienes son reconocidos como trabajadores/as agrí-
colas sin garantías territoriales ni colectivas sobre la 
tierra. Durante la década de los 90, en lo que Fajardo  
Montaña (2012) llama la “renovación del debate agra-
rio”, se dieron los primeros pasos para asentar institu-
cionalmente en la ciudadanía las disputas territoriales 
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a través de Zonas de Reserva Campesina (ZRC, ver 
recuadro 1). Estas zonas eran una estrategia para fo-
mentar la pequeña propiedad rural y regular la ocu-
pación y el aprovechamiento de las tierras baldías de 
la nación; sin embargo, este mecanismo fomentó la 
ampliación de la frontera agrícola sin resolver los con-
flictos agrarios históricos sobre la propiedad y el uso 
de la tierra. 

En los últimos años, el debate desde las institucio-
nes del Gobierno ha empezado a vislumbrar y recono-
cer al problema agrario como uno de ordenamiento 
social de la propiedad; por ejemplo, a través de la titu-
lación de predios (Decreto Ley N° 902 de 2017) como 
mecanismo para la implementación del Acuerdo Fi-
nal para la Terminación del Conflicto y la Construc-
ción de una Paz Estable y Duradera entre las FARC-
EP y el Gobierno nacional. Frente a esto, el objetivo 
perseguido por las organizaciones campesinas fue 
construir una categoría de ciudadanía efectiva, desde 
una perspectiva de ordenamiento territorial y ecológi-
co de la propiedad, que agencie el reconocimiento de 
sus derechos colectivos y territoriales. 

La UNDROP, aprobada en el año 2018, repre-
senta un instrumento clave para que las demandas 
históricas de las organizaciones campesinas tengan 
peso institucional y espacios de interlocución que les 
permitan poner en el debate los derechos colectivos 
y territoriales de las/os campesinas/os. Esta Declara-
ción reconoce al campesinado como un grupo social 
específico, que tiene una relación especial con la na-
turaleza a través de la producción agrícola, y al que 
se le debe garantizar el disfrute individual y colectivo 
de derechos, entre ellos el derecho a la tierra y al te-
rritorio, a la participación efectiva, y al conocimiento 
histórico y cultural, expresados en los procesos agrí-
colas locales y los valores de la agricultura. Entre las 
disposiciones de la UNDROP, la agroecología tiene un 
rol explícito en el proceso de ejercicio de derechos de 
las/os campesinas/os.

En 2003, en el marco del Congreso Nacional Agrario  
organizado por el Coordinador Nacional Agrario 
(CNA), las organizaciones campesinas promulgaron 
el Mandato Agrario (CNA, 2003). En este documento 
reclamaron el derecho a la vida, la soberanía alimen-
taria y la territorialidad ante el Estado colombiano. 
Además, expresaban la necesidad del reconocimiento 
formal, tanto de la tierra como del territorio, para las 
comunidades campesinas, así como su reconocimien-
to político. 

A partir de entonces, se han gestado esfuerzos 
para el reconocimiento de las/os campesinas/os como 
titulares de derechos. Por ejemplo, el Proyecto de 
Acto Legislativo 02 de 2018, producto de una acción 
de tutela (ver recuadro 2) presentada por las organiza-
ciones reclamando una categoría censal “por medio  
de la cual se reconoce al campesinado como sujeto de  
derechos, se reconoce el derecho a la tierra y a la 
territorialidad campesina y se adoptan disposiciones 
sobre la consulta popular”. Cabe precisar que este 
proyecto de acto legislativo fue archivado después del 

A partir de la Ley 160 de 1994, 
una zona de reserva campesina se 
define como “figura preferencial 
para fomentar la pequeña 
propiedad rural [y] regular la 
ocupación y aprovechamiento de 
las tierras baldías de la Nación 
–de la mano de la titulación a 
campesinos de escasos recursos– 
en el marco de la conservación 
ambiental y de los recursos 
naturales y el ordenamiento 
territorial” (artículo 1). Algunos 
autores la han estudiado como 
una herramienta política para 
la identificación territorial del 
campesinado como un actor 
político al que se reconoce un 
territorio como parte de su 
identidad colectiva. Al respecto, 
están los trabajos de Pérez (2007) y 
Fajardo (2012).
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Una tutela es “un mecanismo 
de protección que permite a 
toda persona acudir ante las 
autoridades judiciales para obtener 
la protección inmediata de sus 
derechos fundamentales, cuando 
estos resultan vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión 
de cualquier autoridad pública o de  
los particulares, en los casos 
establecidos en la ley. Su marco 
normativo se encuentra de manera 
general en el artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia 
y en el Decreto Ley 2591 de 1991” 
(Personería de Bogotá, s.f.).
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primer debate en el Senado (puede ser consultado en 
https://bit.ly/3U1oSrT).

Estas demandas han sido apoyadas por la acade-
mia a través del Instituto Colombiano de Antropología 
e Historia, y de las/os académicas/os integrantes de la 
Comisión de Expertos que acompañaron la construc-
ción del “Pacto por la equidad rural y el bienestar de la 
población campesina” como propuesta técnica para el 
Plan Nacional de Desarrollo de Colombia de 2018-2022. 

Sin embargo, este Plan desatendió las recomenda-
ciones sobre el campesinado y reafirmó una categoría 
de “pequeño productor”, profundizando la dependen-
cia en las estructuras de “desarrollo”, pero con una 
perspectiva agroindustrial impulsada por cadenas de 
valor a través de alianzas estratégicas guiadas por el 
interés del capital inversionista. El campesinado que-
dó así relegado a un rol residual y sometido al modelo 
de alianzas productivas, ignorando a las/os campesi-
nas/os como sujetos del ordenamiento de la seguridad 
jurídica de la propiedad y, a través de ella, su derecho 
de participación plena y efectiva; y, en paralelo, desa-
grarizando el problema de la tierra (Mojica, 2019).

A pesar de la falta de interés institucional desde 
las entidades públicas, las organizaciones campesinas 
regionales siguen apostando por sus agendas a través  
de la cotidianidad. Ello se da, particularmente, a través de  
economías y estrategias productivas agroecológicas 
que no se ciñen a la lógica extractiva y mantienen la di-
versidad productiva de las fincas, la identidad territorial 
y el conocimiento cultural sobre la agricultura. 

La importancia del reconocimiento territorial y 
colectivo de los derechos campesinos es una forma 
de garantizar la protección de sus modos de vida y 
su identidad como ciudadanos y ciudadanas con de-
rechos agrarios y sociales en términos institucionales 
(por ejemplo, organizativos y de demandas colecti-
vas). En la práctica, esos modos de vida se reprodu-
cen a partir de una identidad territorial y vida cotidia-
na que van más allá de la voluntad política. 

La propuesta del Territorio Campesino 
Agroalimentario del norte de Nariño y sur 
del Cauca
Desde 2016, la propuesta de Territorio Campesino 
Agroalimentario del norte de Nariño y sur del Cauca 
(TCAM) busca visibilizar y generar garantías institu-
cionales para la complejidad territorial de los mundos 
campesinos. El objetivo es reconocer al campesinado 
como sujeto de derechos con capacidad para organi-
zar, administrar y proteger su entorno social y ecoló-
gico con el objeto de tener una vida digna y sosteni-
ble con el medio ambiente, especialmente a través del 
manejo agroecológico (CNA, s.f.). El territorio para los 
campesinos y las campesinas es un espacio de vida 
colectivo que incluye, además de las personas, a la 
naturaleza y otras agencias no humanas que viven y 
participan activamente en su reproducción. En este 
sentido, cuidar el territorio se convierte en una tarea 
no sólo de reproducción de la vida campesina, sino de 
la vida colectiva que excede a lo humano. 

En la propuesta de TCAM, el comité de impulso 
afirma: “como campesinos y campesinas construi-
mos relaciones sociales y comunitarias, tenemos una 
relación directa y especial con la tierra, la naturale-
za y el agua, fruto de procesos y prácticas sociales y 
productivas donde se unen el pasado y el presente 
en la construcción de vida digna y de Buen Vivir en 
el campo” (CNA, s.f.). Así, la propuesta se lleva a la 
práctica a través del trabajo en la finca, el trabajo 
familiar y el comunitario, y las decisiones y relacio-
nes con otros actores que afectan al territorio como 
construcción colectiva. La/el campesina/o como su-
jeto territorial es un eje clave de la agenda política y 
de cuidado:

No nos pueden dejar por fuera de las disputas territoria-
les, porque nosotros somos parte del territorio: nuestros 
cuerpos se alimentan del territorio, beben agua del te-
rritorio, los minerales que hay en la naturaleza son los 
mismos minerales que nosotros tenemos. Eso es lo que 
mucha gente no entiende y por eso plantean al ser hu-
mano por fuera de la naturaleza, por fuera del territorio, 
como si este estuviera para ser explotado o vendido. 
Es que ellos piensan individualmente, nosotros pen-
samos colectivamente (lideresa del Macizo, citada en  
Montenegro Paz, 2020, p. 122).

Si bien el objetivo del TCAM es delimitar un es-
pacio de autonomía territorial y reconocimiento del 
campesinado basado en la premisa de la protección a 
la agricultura campesina y sus espacios de vida contra 
el avance de la minería, este territorio se reproduce y 
sostiene cotidianamente a partir de formas agroecoló-
gicas de la agricultura campesina bajo la premisa de 
que “el agua, vale más que el oro”. 

El cuidado de la tierra hace parte de un conjun-
to de relaciones que tienen comunidades indígenas, 
campesinas y afro para la reproducción de la vida 
colectiva y del territorio. Esas relaciones se basan en 
la distribución de roles, vínculos de bienestar mutuo, 
y en estrategias de conservación y producción don-
de las mujeres tienen protagonismo y el liderazgo en 
los procesos de defensa ambiental y territorial. Espe-
cíficamente, en la región norte de Nariño, las orga-
nizaciones de mujeres han protagonizado la defensa 
de los derechos agrarios, territoriales y políticos del 
campesinado. Sus luchas articulan el cuidado del me-
dio ambiente, los vínculos comunitarios y la defensa 
del territorio, enfrentando desigualdades y constreñi-
mientos (Montenegro Paz, 2020). 

Las relaciones territoriales del cuidado que con-
figuran las estrategias productivas están asociadas a 
formas de conservación de los ecosistemas a través 
de la agroecología y de la búsqueda de manejos que 
eliminen el uso de agrotóxicos en la producción, por 
ejemplo, del café de alta calidad. Este producto es la 
principal fuente de ingreso para la región de Nariño. 
Su producción se gestiona a partir del acompañamien-
to de cultivos de ciclos cortos, pastos para cuyes, ár-
boles frutales, huertas caseras y otros productos para 
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el sostenimiento de la alimentación familiar. El resul-
tado de este manejo es la autosostenibilidad de la fin-
ca a través de la relación entre animales, plantas, usos 
del suelo, gestión del agua, tipos de comercialización, 
y formas de trabajo e intercambio solidario (como los 
grupos autogestionados de ahorro y crédito).

 Organizativamente, las formas de trabajo colecti-
vo, como las mingas (que consiste en realizar una ta-
rea común en una jornada colectiva de forma solida-
ria), o las reuniones y espacios de toma de decisiones 
consensuadas para la gestión de las fuentes de agua 
y el mantenimiento de los espacios colectivos de bos-
que, hacen parte de las estrategias de reproducción 
de la vida campesina a partir de los cuatro ejes de 
la propuesta de TCAM: el plan de vida, la autoridad 
campesina, la protección del territorio y la economía 
propia.

El plan de vida es una hoja de ruta sobre la vida 
deseada que se proyecta a escala familiar a partir 
del diseño agroecológico de la finca. Se trata de un 
diseño prospectivo sobre la distribución del trabajo 
y el uso de energía en la finca que guía, a su vez, 
la organización del trabajo diario y los objetivos de 
bienestar familiar, así como de cuidado del suelo, 
mantenimiento del bosque y de los espacios de re-
carga hídrica, producción en las huertas caseras y  
manejo de los sistemas de tratamiento de agua, entre 
otros. Por tanto, estos planes contribuyen al sosteni-
miento de la vida colectiva a través del cuidado de 

las montañas, del agua y del suelo a partir del trabajo 
familiar. 

La autoridad campesina y la protección del territorio 
van de la mano a través de los espacios de partici-
pación y organización comunitaria, como las mingas, 
reuniones o jornadas de limpieza, reforestación, man-
tenimiento de quebradas y caminos, etc. Se refuerza 
así una identidad sobre lo colectivo en torno al traba-
jo campesino y a la interdependencia del territorio. 
Por su parte, a través de las ferias de intercambio de 
alimentos y productos, del fomento y salvaguarda  
de semillas nativas, de redes de guardianes de semi-
llas y de espacios de intercambio de recetas y saberes 
sobre los alimentos, se aporta a la coconstrucción de 
economía propia, basada en los principios sociales y 
políticos de la agroecología, como la solidaridad, la 
soberanía alimentaria, la autonomía y el bienestar 
integral.

La economía propia de la región se puede enten-
der como un proceso de producción sostenible a tra-
vés del manejo agroecológico, el cual permite la per-
manencia de las comunidades rurales en el territorio 
y la construcción de una armonía con la naturaleza 
mediante la producción, el intercambio y la comer-
cialización, principalmente de café, basada en rela-
ciones de cooperación y solidaridad orientadas hacia 
la construcción del Buen Vivir (Sarmiento y otros, 
2018, p. 19). En esta región, la comercialización de 
café –que incluye compradores privados que pagan 

Mapa del Territorio Campesino Agroalimentario

Betancourt, citado en Duarte (2017).
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un precio extra y superior a los canales de comercia-
lización tradicional, por ser un producto de calidad 
agroecológica y de una organización comunitaria; y 
las ferias de intercambio de productos, semillas y ali-
mentos que se realizan cada 8 de marzo– se convierte 
en un espacio para reproducir una economía propia 
y autogestionada. También es importante mencionar 
las tensiones que la comercialización de café de alta 
calidad en circuitos de comercio justo y comprado-
res de café premium traen a la región. La búsqueda 
por modos de vida que apuntan al Buen Vivir tam-
bién se ven atravesados por las condiciones de in-
tercambio y las necesidades de ingreso económico. 
Es por esto que las actividades de comercialización 
están organizadas a partir de la idea de cuidado del 
territorio y de los ecosistemas, de la economía, del 
bienestar familiar, de la finca y de las organizaciones 
comunitarias, que están siempre en disputa con las 
condiciones de comercialización desiguales debido 
a la presión del mercado y la dinámica del precio 
premium. Generalmente, son las mujeres las que se 
encargan de estas labores de cuidado y gestión.

Otro ejemplo de espacios de cuidado territorial 
a través del manejo agroecológico y la organización 
comunitaria se encuentra en las juntas de acueducto 
veredales. La compra, reforestación y protección de 
zonas de recarga y captación de agua es comunita-
ria, con recursos propios e iniciativas que se organi-
zan desde las juntas. A través de las juntas se gestio-
na la organización, la distribución comunitaria y el 
buen uso del agua; también se establecen acuerdos 
que, en caso de ser infringidos, son penalizados con 
trabajo comunitario o actividades de reforestación y 
mantenimiento. 

Otra iniciativa territorial importante son las  
Escuelas Agroambientales Veredales. Se trata de or-
ganizaciones creadas para la formación de campesi-
nos y campesinas en temas de manejo agroecológico 
de suelos, aguas residuales, residuos sólidos y conser-
vación del agua. Esta formación aplica la metodología 
de campesina/o a campesina/o desde las fincas. Todas 
estas organizaciones están principalmente lideradas y 
coordinadas por los esfuerzos de las mujeres, siendo 
menor la participación de hombres. Esto es así por-
que las mujeres tienen mayor presencia y actividad 
en el cuidado de los vínculos comunitarios al formar 
parte de las búsquedas constantes para reafirmar pro-
cesos de participación y transformar las condiciones 
de inequidad y desigualdad que atraviesan sus vidas. 
Los espacios donde inciden directamente las Escue-
las Agroambientales Veredales son las cooperativas 
y asociaciones de productores/as o caficultores/as, 
particularmente en temas relacionados con el culti-
vo agroecológico y alternativas que generan ingresos 
económicos complementarios. 

Reflexiones finales
La demanda por el reconocimiento político del cam-
pesinado como sujeto de derechos y de las figuras 
de gestión territorial, como los TCAM en el caso del 

norte de Nariño y el sur del Cauca, son mecanismos 
para la protección de los modos de vida campesinos. 
Esta demanda ante el Estado busca proteger la vida 
cotidiana y la reproducción del territorio que, a su 
vez, es la agenda política del campesinado, particu-
larmente de aquel comprometido con la agroecología 
y el cuidado del territorio.

El sostenimiento de los modos de vida, la resistencia 
a través de la reproducción de la existencia, o la re-
existencia, es la manera en que, desde la agricultura 
campesina agroecológica y el cuidado del territorio, 
se aporta a la construcción y garantía de los derechos 
campesinos. Así, desde la región norte de Nariño y el 
sur del Cauca, a través de la figura de TCAM, la deman-
da por derechos territoriales del campesinado frente al 
Estado colombiano se sostiene a través del trabajo en la 
finca y del cuidado como una estrategia territorial para 
sostener la vida colectiva. Particularmente, las mujeres 
son actoras clave en el sostenimiento de las relaciones 
comunitarias y de los vínculos reproductivos que se 
gestionan a través de la propuesta de TCAM. 
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